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Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires


	
	



PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

LEY
  
Artículo 1º: 
Prohíbase la estadía de menores de dieciocho (18) años en los establecimientos que presten servicios de alojamiento de cualquier tipo y modalidad 
 cuando no estén en compañía de sus padres, responsables legales, curadores o tutores o no posean autorización de los mismos.

 Artículo 2º: 

1) Quienes se encuentren a cargo de los establecimientos deberán solicitar a las personas que pretendan alojarse en compañía de un menor de dieciocho (18) años, la exhibición de documentación que acredite vínculo jurídico entre ellos y archivar al menos una copia de la documentación tanto del menor como de su padre, madre, responsable legal, curador o tutor y 

2) disponer de otra copia a fines de establecer el registro contemplado en el artículo 8º.

3) La autorización que deberán exhibir quienes pretendan alojarse con un menor de dieciocho (18) años que no esté bajo su representación o patria potestad tendrá que haber sido otorgada por escrito y bajo firma certificada por escribano público o autoridad competente. Los establecimientos deberán archivar al menos una copia de la documentación tanto del menor como la de los adultos y 

4) disponer de otra copia a fines de establecer el registro contemplado en el artículo 8º.

 
Artículo 3º:  

1) Los encargados de los establecimientos deberán solicitar documentación de todo adulto que se aloje en ellos independientemente de si está o no acompañado de menores y archivar al menos una copia de dicha documentación y 

2) disponer de otra copia a fines de establecer el registro contemplado en el artículo 8º. 

Artículo 4º: 
Los encargados de los establecimientos deberán llevar un libro de actas con el registro [con nombre, número de documento, identificación del espacio de hospedaje (número de habitación, número de cabaña, etc.) y fecha y horario] del ingreso y egreso de los alojados.

 Artículo 5º: 

1) Los encargados de los establecimientos deberán exhibir la documentación citada en los artículos 2º, 3º y 4º cuando sea requerida por  autoridad competente y 
2) deberán facilitar una copia de la documentación citada en los artículos 2º y 3º a la autoridad encargada del registro contemplado en el artículo 8º. 
Artículo 6º: 
Los establecimientos deben exhibir de forma clara y en lugar visible el texto de la presente ley.

Artículo 7º: 
Llévense a cabo asiduos controles sobre los establecimientos por parte del Ministerio de Desarrollo Social en su calidad de Autoridad de Aplicación del Sistema de Promoción y Protección Integral de los derechos del niño, creado por la Ley 13.298 (conf. Art. 1º Anexo del Decreto Nº 300/05).
Artículo 8º: 
Consérvese en el Ministerio de Desarrollo Social copia de la documentación de todos los alojados en los establecimientos con el exclusivo fin de ser elemento de prueba ante un eventual conflicto judicial.

Artículo 9º: 
Sanciónese con multa el incumplimiento de los artículos 2º inc. 2, 2º inc. 4, 3º inc. 2, 5º inc. 2 que esta ley les impone y en las condiciones y sumas que determine la reglamentación.
Las obligaciones omitidas que dieran origen a la aplicación de la presente sanción serán valoradas por la Autoridad de Aplicación, quien dictará resolución fundada, la cual será notificada por medio fehaciente al sujeto obligado por la presente ley. 
La resolución que encontrándose debidamente notificada, adquiera firmeza y no se encuentre abonada en el plazo que determine la reglamentación, se constituirá en título suficiente para iniciarse su cobro por vía de apremio.

Artículo 10º: 
Procédase a la clausura de los establecimientos que incumplan los artículos 1º, 2º inc. 1, 2º inc. 3, 3º inc. 1, 4º, 5º inc. 1 y 6º que esta ley les impone.
La clausura será provisoria o definitiva de acuerdo a la evaluación que efectúe la Autoridad de Aplicación de la presente ley respecto de la conducta asumida por el sujeto obligado y en las condiciones que determine la reglamentación que se dicte al efecto.

. 
Artículo 11º: 
Inhabilítese de por vida para desarrollar actividades que supongan algún tipo de custodia o responsabilidad sobre menores a los encargados de los establecimientos que incumplan los artículos 1º, 2º inc. 1, 2º inc. 3, 3º inc. 1, 4º, 5º inc. 1 y 6º que esta ley les impone.

Procederá la inhabilitación bajo las circunstancias y condiciones que determine la reglamentación de la presente ley.

Artículo 12°: 
Los funcionarios de los organismos aludidos en los artículos 7º y 8º que no dieren cumplimiento al régimen precedentemente establecido, incurrirán en falta grave, la que deberá ser sancionada conforme las previsiones de los respectivos regímenes estatutarios que le fueren aplicables, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que hubieren incurrido.
 
FUNDAMENTOS

Desde el restablecimiento de la democracia nuestro país incorporó un conjunto de normas tendientes a ampliar y resguardar los derechos y garantías de los hombres en general y del niño en particular, entendiendo por niño “todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad”. 
 
A comienzos de 1984 Argentina (mediante la ley 23.054) aprueba la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, llamada Pacto de San José de Costa Rica (1969). 
El Pacto establece que “toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral” 
 y que “nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre” y que tanto la esclavitud y la servidumbre como “la trata de esclavos y la trata de mujeres están prohibidas en todas sus formas” 
. Y establece también un régimen particular en cuanto a la atención de los menores: “Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición (...) requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado” 
.

El Pacto a su vez expresa la responsabilidad de sus adherentes a garantizar el pleno ejercicio de los derechos que enuncia: “(...) los Estados Partes se comprometen a adoptar (...) las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.” 

En 1990 (por ley 23.849) nuestro país aprueba la Convención sobre los Derechos del Niño (ONU, 1989) que nos recuerda 
 la conciencia del derecho internacional 
 de que la infancia tiene derecho a cuidados y asistencia especiales. 

La Convención, que conmina a sus adherentes a adoptar “todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole” para dar efectividad a los derechos reconocidos por ella 
, expresa claramente:

Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las formas de explotación y abuso sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán, en particular, todas las medidas (...) que sean necesarias para impedir:

La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier actividad sexual ilegal;

La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales;

La explotación del niño en espectáculos o materiales pornográficos; 
 

El secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma. 

En 1994 nuestro país da rango constitucional (Constitución Nacional, art. 75, inc. 22) no sólo al Pacto de San José y a la Convención sobre los Derechos del Niño sino también a otras declaraciones y convenciones que reafirman el derecho a la “libertad y a la integridad de toda persona humana” y los especiales cuidados que la infancia requiere. 

Estas normas constitucionales y su despliegue en la legislación nacional 
 y provincial 
 nos dan el mandato de velar por el ordenado desarrollo de nuestros niños y, en especial, de atacar una de las principales amenazas para ese desarrollo: el abuso sexual (y, con él, los delitos contra las personas, la libertad y el estado civil que puedan concurrir: lesiones, supresión de identidad, privación de la libertad, reducción a la servidumbre).

La degradación del niño, por parte de un adulto, a la condición de mero objeto de gratificación sexual le genera a aquel no solo un grave padecimiento inmediato sino también un grave daño que se extiende en el tiempo. La situación de vulnerabilidad del niño en virtud de su circunstancia de sujeto en crecimiento facilita la perpetración del delito y agrava sus consecuencias.


Y cuando la violencia sexual es infligida directamente por los responsables de los menores (padre, madre, tutor, institución) o cuando los responsables auspician que los menores sean violentados [por ejemplo con fines económicos (explotación)] se ve seriamente afectado el acceso del menor a una reparación judicial porque queda restringido el universo de personas a las que puede acudir para que intercedan por sus derechos.

Por esto nos proponemos incorporar una herramienta que ayude al Estado  a combatir el abuso y/o explotación sexual de niños que se da en lugares de hospedaje (hoteles, complejos de cabañas, hoteles alojamiento, estancias turísticas, etc.).  Naturalmente desearíamos que la clara y expresa responsabilidad que este proyecto atribuye a los encargados de lugares de alojamiento y a los organismos estatales de control desalentara hasta la erradicación esas prácticas aberrantes; pero, en el caso de que se concretaran, en ese ámbito aislado y reticente de testigos,  esperamos aportar un instrumento que pueda ayudar a dilucidarlos. 


Si bien puede con razón suponerse que  de estar implicado en la facilitación de abuso y/o explotación sexual el encargado de un establecimiento obviará los deberes de identificación de alguno o de todos los involucrados, lo cierto es que la constatación de ese incumplimiento (determinado por inspección de rutina, por allanamiento judicial, etc.) no sólo derivará en las sanciones que esta ley establece sino que se constituirá es un firme indicio de complicidad con las consecuencias penales y/o civiles que le puede acarrear. 


Por lo expuesto, solicito a mi pares acompañen esta iniciativa.
� En adelante: “establecimientos”


� La acreditación de la estadía de todo adulto busca principalmente disuadir encuentros ilegales entre adultos y menores que registren su ingreso por separado y, subsidiariamente, facilitar la identificación de los adultos en caso de que esos encuentros se concreten y/o determinar posibles grados de responsabilidad de los encargados (Ver Fundamentos). 


� Convención sobre los Derechos del Niño, art. 1. Compréndese entonces en el presente texto en niñez e infancia a los niños, las niñas, los adolescentes y las adolescentes.  Para excepciones, cf. Código Civil, ley 26.579, “Mayoría de edad”.


� Convención Americana sobre los Derechos Humanos (CADH), art. 5


� CADH, art. 6


� CADH, art. 19


� CADH, art. 2


� Preámbulo


� Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño; Declaración Universal de Derechos Humanos, 1948


� Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), art. 14


� CDN, art. 34


�  CDN, art. 35


� Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948, art. 1; Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 25, inc 2.


� Por ej. la ley 26.061 “De protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes”, de 2005


� Por ej. la ley 13.298 “De la promoción y protección integral de los derechos de los niños”, de 2005.


�  Cf. por ejemplo, Ley 26-364 (de Prevención y sanción de la trata de personas y asistencia a sus víctimas), arts. 10 – 17.
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